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Capítulo I El procedimiento sancionador de tráfico



1. Principios generales






1.1. El principio de culpabilidad en las infracciones de tráfico


 Una vez que se ha comprobado la realización de un comportamiento que constituye infracción administrativa, surge el problema de identificar a la persona responsable. Y ello porque, en virtud del principio de culpabilidad, sólo el responsable (persona o empresa) debe responder de la infracción cometida.

Este principio de culpabilidad tiene algunas matizaciones, ya que las empresas de transporte, las empresas de alquiler y los propietarios de los vehículos tienen algunas obligaciones que les incumben directamente y de cuyo cumplimiento responden en caso de denuncia, con independencia de la persona que conduzca el vehículo en el momento de la denuncia.

De este modo, no se puede sancionar al conductor de un vehículo prestado por el hecho de no estar al día de las revisiones periódicas, ya que esta es una obligación que incumbe al propietario del vehículo. Tampoco puede responder el propietario del vehículo por los excesos de velocidad del conductor que lo sea en el momento de formularse la denuncia.


Lo que se quiere destacar con estos ejemplos es el siguiente principio general del Derecho administrativo sancionador: la responsabilidad por las infracciones de tráfico corresponde directamente al autor del hecho en que consista la infracción.



Este principio general del derecho sancionador común está expresamente mencionado en el art. 82 LTCVMSV 2015 aunque lleno de excepciones y matizaciones que expanden la responsabilidad en sentido objetivo y la derivan hacia personas relacionadas con el infractor con el propósito de recaudar el dinero de las multas en los casos en que no se produce la detención en ruta del vehículo denunciado.







	Responsables
	Infracciones de tráfico denunciadas




	Conductor del vehículo en general [art. 82 a) LTCVMSV 2015]
	
Es responsable directo de las infracciones de comportamiento en la circulación.

Es responsable por no utilización de sistemas de retención infantil (salvo conductores profesionales que no asumen esta responsabilidad).





	Conductor de motocicletas y otros vehículos en los que se exige el uso de casco [art. 82 a) LTCVMSV 2015] 
	Es responsable de la no utilización del casco por el pasajero y por transportar pasajeros que no cuenten con la edad mínima permitida.



	Padres, tutores, acogedores y guardadores. [art. 82 b) LTCVMSV 2015]
	Responden solidariamente con los menores de 18 años del pago de las multas (en razón del deber de prevenir la infracción que se impute a los menores).



	Conductor habitual de un vehículo [art. 82 c) LTCVMSV 2015]
	Responde de la infracción cuando no se detiene al vehículo denunciado (salvo que acredite que era conducido por otra persona o en caso de sustracción del vehículo).



	El conductor identificado por el titular o arrendatario a largo plazo [art. 82 d) LTCVMSV 2015]
	Responde de las infracciones denunciadas en las que no tiene lugar la detención del vehículo (en el supuesto de que no tenga designado un conductor habitual).



	Arrendatario del vehículo a corto plazo [art. 82 e) LTCVMSV 2015]
	Es responsable de las infracciones en caso de empresas de arrendamiento de vehículos a corto plazo. En caso de que éste manifieste no ser el conductor le corresponden las obligaciones del titular del vehículo.



	Titulares de talleres mecánicos y establecimientos de compraventa [art. 82 e) LTCVMSV 2015]
	Responden de las infracciones cometidas con los vehículos mientras se encuentran depositados en el taller o en el establecimiento de compraventa de vehículos.



	Titular del vehículo o arrendatario a largo plazo registrado (Registro de Vehículos) – [art. 82 f) LTCVMSV 2015]
	Responde de las infracciones relativas a la documentación del vehículo, a los reconocimientos periódicos y a su estado de conservación cuando las deficiencias afecten a las condiciones de seguridad del vehículo.



	El titular o arrendatario registrado (Registro de Vehículos) – [art. 82 g) LTCVMSV 2015]
	Responde de las infracciones por estacionamiento, salvo en los supuestos en los que el vehículo tuviese designado un conductor habitual o se indique un conductor responsable del hecho



	Los fabricantes de vehículos y piezas
	Son responsables de las infracciones relativas a las condiciones de construcción del mismo que afecten a su seguridad y de que la fabricación se ajuste a tipos homologados.



	Los conductores no residentes [art. 87.5 LTCVMSV 2015]
	Cuando el infractor no acredita su residencia en territorio español tiene que depositar el importe de la sanción o en caso contrario se inmoviliza el vehículo.



	Peatones y otros usuarios de las vías no conductores
	Son responsables de infracciones no relacionadas con la conducción de vehículos, tales como arrojar objetos en las vías, deteriorar la señalización, realizar obras, organizar carreras/competiciones sin autorización.





El principio constitucional de responsabilidad o culpabilidad obliga a interpretar debidamente todo el régimen sancionador de tráfico de manera que no respondan de las infracciones y del pago de las multas personas que no han tenido ninguna intervención en las infracciones, ya sea directa o como obligados a controlar en todo momento el uso de los vehículos de su propiedad.

De este modo sigue vigente el principio de que la responsabilidad por las infracciones de tráfico "recaerá directamente en el autor del hecho en que consista la infracción" (art. 82 LTCVMSV 2015). Mientras que el titular del vehículo será, en todo caso, responsable de las infracciones relativas a la documentación del vehículo, las relativas al estado de conservación, cuando las deficiencias afecten a las condiciones de seguridad del vehículo y por las derivadas del incumplimiento de las normas relativas a los reconocimientos periódicos.

La principal excepción, que sin embargo cuenta con respaldo constitucional, que permite castigar al titular de un vehículo a consecuencia de la infracción de un tercero es la modalidad de infracción consistente en no identificar debidamente al conductor de la infracción (cometida con dicho vehículo) cuando fuere debidamente requerido (para que identifique al conductor) por la autoridad competente para tramitar el expediente sancionador [art. 77.j) LTCVMSV 2015].

En lo que se refiere al autor de algunas las infracciones tipificadas en la legislación de tráfico hay que decir que puede ser tanto el conductor como otros usuarios de la vía pública. En concreto el conductor puede ser imputado en infracciones sobre conducción negligente, arrojar objetos desde el automóvil a la calzada que pueden producir incendios o accidentes, excesos de velocidad, incumplimientos de las normas sobre adelantamientos, prioridad de paso o cambios de dirección y sentido, paradas y adelantamientos peligrosos y circular sin alumbrado o deslumbrando. Por el contrario, otros usuarios de la vía pública, no necesariamente conductores, pueden ser imputados por infracciones sobre retirada y señalización de obras en la vía y por arrojar obstáculos en la calzada.








1.2. El automatismo de las sanciones y el principio de proporcionalidad


 En esta materia hay que decir que el Derecho Administrativo Sancionador está influenciado por el Derecho Penal y le son de aplicación los mismos principios, pero sin el mismo grado de refinamiento doctrinal y práctico. Las sanciones de tráfico se deben graduar, para dar cabida al principio de proporcionalidad, en función de circunstancias que miran tanto a la conducta realizada por el infractor como a las condiciones del tráfico, y todo ello con el propósito de que se tenga en cuenta la seguridad vial como bien jurídico protegido por este sector del Derecho Administrativo.

La graduación de las sanciones fue objeto de una reforma muy profunda con la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, que modificaba el anterior RDLeg. 339/1990: se eliminó el principio de proporcionalidad en el derecho sancionador de tráfico, enfrentándolo directamente con los principios constitucionales. El hoy vigente art. 81 LTCVMSV 2015 es el que, de manera tangencial, se refiere a la graduación de la cuantía de las multas y no para moderarla sino para incrementarla, hasta en un 30%, «en atención a la gravedad y trascendencia del hecho, los antecedentes del infractor y a su condición de reincidente, el peligro potencial creado para él mismo y para los demás usuarios de la vía y al criterio de proporcionalidad».

Conviene repasar brevemente la historia reciente de esta regulación para comprender el alcance de las últimas reformas legislativas. Y es que para individualizar la sanción en cada caso, el art. 69.1 del RDLeg. 339/1990 —conforme a la redacción modificada por la Ley 17/2005, de 19 de julio—, disponía que las sanciones previstas en esta Ley se graduaban en atención a las siguientes circunstancias:


	
a) La debida adecuación entre la gravedad y trascendencia del hecho. 

	
b) Los antecedentes del infractor y su condición de reincidente.

	
c) El peligro potencial creado para el mismo y para los demás usuarios de la vía. Se trataba, en definitiva, de las tres circunstancias modificativas de la responsabilidad de apreciación común en las infracciones de tráfico.



TÉNGASE EN CUENTA: La reincidencia es un factor importante a la hora de fijar la sanción: no supone alteración de la sanción económica, sino un criterio para su graduación (art. 81 LTCVMSV 2015).


Eran tres criterios de formulación clásica cuya descripción general permitía concretar a cada caso el contenido difuso de las expresiones empleadas por la ley: gravedad, antecedentes, trascendencia y peligro potencial. 

Por tanto, en la práctica, se trataba de criterios perfectamente reconocidos en el ámbito de la circulación vial y cuya operatividad era bien manejada por los infractores en caso de que la Administración ignorase esas circunstancias, de modo que por medio de los órganos jurisdiccionales se conseguían no tanto anulaciones de sanciones pero sí reducciones en la cuantía de las multas por la falta de ponderación de estos criterios en las resoluciones sancionadoras.

Las sanciones de tráfico se venían imponiendo por la DGT, con mucha frecuencia, en sus grados máximos y, debido a lo escueto y formulario de los escritos en que se notifican las resoluciones sancionadoras, rara vez se mencionaban las circunstancias agravantes que motivaban la suspensión temporal del permiso de circulación o la cuantía de la multa. Debido a esta falta de motivación, la jurisprudencia vino anulando sistemáticamente las sanciones de suspensión del permiso en cuyo texto no se acreditaran los motivos específicos por los que se imponía esta sanción (en el caso de las infracciones graves en los que esta suspensión era opcional) y ante todo la cuantía de las multas que, en caso de no dar explicación sobre agravantes, se dejaban en su cuantía mínima, que es lo que procede en derecho sancionador por aplicación de los principios generales.

La Ley 19/2001, de 19 de diciembre, nueva reforma del anterior RDLeg. 339/1990, ya había tratado de hacer frente al problema de la falta de motivación en la imposición de sanciones, pero le hizo frente al revés de como debió hacerlo. Una vez constatado el problema de la falta de motivación para dar cabida al principio de proporcionalidad entre la conducta y la infracción, la Ley 19/2001, de 19 de diciembre, no ordenó expresamente a las autoridades de tráfico que cuidaran esta motivación sino justo lo contrario, estableció que las sanciones (multa o suspensión del permiso) se impusieran «en su cuantía máxima» o «en todo caso» con lo cual ya no hacía falta motivación alguna. 

Sin embargo, como hemos apuntado antes, no se trataba de eliminar la motivación de las resoluciones sancionadoras sino que, con esta forma de operar, se eliminó un principio constitucional que es el de proporcionalidad entre la sanción y la conducta realizada.

La Ley 17/2005, de 19 de julio, también intentó paliar estos defectos, estableciendo que el peligro potencial es el "creado para el propio conductor y los demás usuarios de la vía" y que las sanciones se impondrían conforme al criterio de proporcionalidad de acuerdo con los límites establecidos en el artículo 67 del RDLeg. 339/1990. Además añadió (con un error sistemático, pues lo hizo en el precepto dedicado a la graduación de las sanciones) que "no tendrán carácter de sanciones las medidas cautelares o preventivas que se puedan acordar con arreglo a esta Ley y conforme establece la Ley 30/1992" (art. 69.2). Y también esta reforma de 2005 había dejado más juego al principio de culpabilidad para sancionar algunas infracciones, pero para boicotear este "avance" lo que hizo fue agravar todas las infracciones (pasando las leves a graves y las graves a muy graves) de modo que la proporcionalidad se aplicaba a partir de la cantidad mínima prevista para la clase de infracción.

La Ley 18/2009, de 23 de noviembre, no solo remató el principio de proporcionalidad de manera definitiva y total, sino que le dio la vuelta, es decir, lo reinventó en sentido contrario. Y es que conforme a dicha reforma de 2009 (art. 68), las multas no tenían un tramo (con una cifra mínima y otra máxima, a graduar conforme a las circunstancias modificativas presentes) sino que venían definidas por una cantidad fija para cada infracción de modo que la multa resultara en forma automática para cada expediente sancionador ahorrando todo esfuerzo de motivación que, además pudiera ser discutido con alegaciones y/o pruebas y apreciado por un juzgado o tribunal. Las multas dejaron de precisar motivación porque, una vez probado el hecho (denuncia) y clasificada la infracción (leve, grave o muy grave), le correspondía de manera automática una multa fija de 100, 200 ó 500 euros, salvo que se tratara de infracciones muy graves especiales que tuvieran cuantías mayores.

Éste es el sistema que se ha trasladado a la LTCVMSV 2015.








2. Medidas sin carácter sancionador






2.1. Medidas provisionales y otras medidas


 Además de las infracciones (conductas contrarias a la legislación de tráfico) y las sanciones (únicamente multas, ya que han desaparecido las demás medidas represivas impuestas coactivamente a los culpables de las infracciones), hay que enunciar una serie de medidas que no tienen carácter sancionador (Capítulo VI "De las medidas provisionales y de otras medidas", arts. 103 a 107 LTCVMSV 2015).

Dispone el art. 103 LTCVMSV 2015 que "el órgano competente que haya ordenado la incoación del procedimiento sancionador podrá adoptar, mediante acuerdo motivado y en cualquier momento de la instrucción, las medidas provisionales que aseguren la eficacia de la resolución final que pudiera recaer".

La regulación contiene una serie de normas generales sobre medidas provisionales en el expediente sancionador, el régimen de la inmovilización de vehículos, las normas sobre retirada y depósito de los vehículos, el denominado "tratamiento residual del vehículo" (la consideración del vehículo como "residuo" una vez que ha sido inmovilizado o retirado de la vía pública) y, finalmente, la previsión de no efectuar trámites relativos a vehículos en determinados supuestos.








2.2. Inmovilización del vehículo en la vía pública


 Ley 6/2014, de 7 de abril, teniendo en cuenta las experiencias ya acumuladas, así como las necesidades de los Ayuntamientos, actualizó y ordenó en el RDLeg. 339/1990 la relación de supuestos en los que podía procederse a la inmovilización del vehículo. La vigente LTCVMSV 2015 (RDLeg. 6/2015, de 30 de octubre) los regula en su art. 104 LTCVMSV 2015.

Así, de acuerdo con lo establecido en dicho precepto, los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas podrán proceder a la inmovilización del vehículo, como consecuencia de presuntas infracciones a lo dispuesto en esta ley, cuando:


	
a)  El vehículo carezca de autorización administrativa para circular, bien por no haberla obtenido, porque haya sido objeto de anulación o declarada su pérdida de vigencia, o se incumplan las condiciones de la autorización que habilita su circulación.

	
b)  El vehículo presente deficiencias que constituyan un riesgo especialmente grave para la seguridad vial.

	
c)  El conductor o el pasajero no hagan uso del casco de protección o de los dispositivos de retención infantil, en los casos en que fuera obligatorio. Esta medida no se aplicará a los ciclistas.

	
d)  Se produzca la negativa a efectuar las pruebas a que se refiere el artículo 14.2 y 3 LTCVMSV 2015 (bebidas alcohólicas y drogas) o cuando éstas arrojen un resultado positivo.

	
e)  El vehículo carezca de seguro obligatorio.

	
f)  Se observe un exceso en los tiempos de conducción o una minoración en los tiempos de descanso que sean superiores al 50 por 100 de los tiempos establecidos reglamentariamente, salvo que el conductor sea sustituido por otro.

	
g)  Se produzca una ocupación excesiva del vehículo que suponga aumentar en un 50 por ciento el número de plazas autorizadas, excluida la del conductor.

	
h)  El vehículo supere los niveles de gases, humos y ruido permitidos reglamentariamente según el tipo de vehículo.

	
i)  Existan indicios racionales que pongan de manifiesto la posible manipulación en los instrumentos de control.

	
j)  Se detecte que el vehículo está dotado de mecanismos o sistemas encaminados a eludir la vigilancia de los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas y de los medios de control a través de captación de imágenes.

	
k)  Se conduzca un vehículo para el que se exige permiso de la clase C o D, careciendo de la autorización administrativa correspondiente.

	
l)  En el supuesto del art. 39.4 LTCVMSV 2015 (en vías urbanas, no disponer de título que autorice el estacionamiento en zonas limitadas en tiempo o exceder del tiempo autorizado hasta que se logre la identificación del conductor).



De acuerdo con el régimen general de las medidas provisionales establecido en el art. 56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPACAP), no pueden sobrevivir más allá de la resolución que se dicte en el procedimiento ni servir a otro propósito que asegurar su eficacia; en consecuencia, de acuerdo con el art. 104.2 LTCVMSV 2015, "la inmovilización se levantará en el momento en que cese la causa que la motivó".

Algunas de las causas de inmovilización del vehículo tienen carácter técnico, de modo que sólo expertos en ingeniería mecánica y electricidad aplicadas al automóvil pueden verificar la existencia del motivo así como su cesación. En consecuencia, en los supuestos previstos en el apartado 1, párrafos h), i) y j) del artículo 104 LTCVMSV 2015, la inmovilización "sólo se levantará en el caso de que, trasladado el vehículo a un taller designado por el agente de la autoridad, se certifique por aquél la desaparición del sistema o manipulación detectada o ya no se superen los niveles permitidos" (art. 104.3 LTCVMSV 2015).

Cuando el vehículo sea inmovilizado por carecer de seguro obligatorio de autos, se establece una remisión a la legislación reguladora de este sector: «se estará a lo dispuesto en la normativa sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor»; es decir, en el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.

Aunque tradicionalmente la inmovilización de los vehículos se puede producir en el lugar en que se comprueba la existencia de la causa que determina la adopción de esta medida cautelar, como es el típico supuesto de las vías urbanas, también existen ocasiones, sobre todo en las vías interurbanas, en las que no se puede inmovilizar el vehículo. 

En consecuencia, el artículo 104.5 LTCVMSV 2015 dispone que "la inmovilización del vehículo se producirá en el lugar señalado por los Agentes de la Autoridad", añadiendo, además, que, a tales efectos, "el Agente podrá indicar al conductor del vehículo que continúe circulando hasta el lugar designado".

En muchas ocasiones, los ayuntamientos tienen establecidos unos centros para el depósito de los vehículos retirados e inmovilizados. Estos centros se explotan en régimen de concesión o como servicio público de prestación directa, lo que, en ambos casos, determina el pago de una tasa o precio público por la utilización del servicio. Para estos supuestos en los que la inmovilización implica un coste, el artículo 104.6 LTCVMSV 2015 dispone que "los gastos que se originen como consecuencia de la inmovilización del vehículo serán por cuenta del conductor que cometió la infracción. En su defecto, serán por cuenta del conductor habitual o del arrendatario y, a falta de éstos, del titular. 

[Los gastos deberán ser abonados como requisito previo a levantar la medida de inmovilización, sin perjuicio del correspondiente derecho de recurso y de la posibilidad de repercutirlos sobre la persona responsable que haya dado lugar a que la Administración adopte dicha medida. Los agentes podrán retirar el permiso de circulación del vehículo hasta que se haya acreditado el abono de los gastos referidos".]


Debido al carácter técnico de las comprobaciones sobre contaminación, manipulación y sistemas de contravigilancia del tráfico, es perfectamente posible que la sospecha del agente denunciante no sea finalmente verificada conforme a la reglamentación vigente, ya sea porque el vehículo emite ruido o gases contaminantes dentro de los límites permitidos o bien porque los sistemas de vigilancia están autorizados. En estos supuestos no es lógico que el conductor o el titular del vehículo tengan que soportar el coste de las pruebas correspondientes. Así, el segundo párrafo del art. 104.6 LTCVMSV 2015 también dispone que "en los supuestos previstos en los párrafos h), i) y j) del apartado 1, los gastos de la inspección correrán de cuenta del denunciado, si se acredita la infracción".

Finalmente, el apartado 7 del art. 104 LTCVMSV 2015 prevé que «si el vehículo inmovilizado fuese utilizado en régimen de arrendamiento, la inmovilización del vehículo se sustituirá por la prohibición de uso del vehículo por el infractor»: esta previsión se destina a las empresas que se dedican al alquiler de vehículos a fin de no entorpecer excesivamente el funcionamiento de esta actividad comercial.

Como hemos apuntado antes, la inmovilización es una medida que procede con independencia de la sanción, ya que es posible que la conducta que da lugar a inmovilización no constituya infracción administrativa. Así, por ejemplo, se inmoviliza un vehículo que emite más gases de los reglamentarios, pero ello puede ser debido a una avería repentina o ajena a la falta de cuidado y mantenimiento del conductor, y lo mismo ocurre en todos los supuestos en que se da el caso de inmovilización pero no concurre la culpabilidad del conductor en los hechos.

Las características de las medidas cautelares es que deben ser proporcionadas al problema que quieren evitar y, en consecuencia, no se pueden prolongar más allá del tiempo razonable para evitar la consecuencia dañosa que se quiere impedir con la imposición de la medida.

Con respecto a los estacionamientos en vías urbanas, el artículo 39.4 LTCVMSV 2015 establece que «mediante Ordenanza Municipal» se regulará el régimen de parada y estacionamientos y las medidas correctoras para asegurar la disciplina establecida en la ordenanza. Entre estas medidas se incluye la retirada del vehículo al depósito municipal, así como su inmovilización. Entendemos que, de conformidad con el régimen jurídico de las medidas cautelares establecido en los artículos 104 LTCVMSV 2015 y 56 de la LPACAP, cuando la causa de la inmovilización es la carencia de título que autorice el estacionamiento, dicha inmovilización sólo debe mantenerse hasta que se logre la identificación del conductor y, por último, si el motivo es la ocupación excesiva del vehículo su inmovilización sólo procede mientras subsiste la causa de la infracción.

¿Quién debe pagar los gastos que ocasiona la inmovilización? Esta cuestión que estaba regulada de forma muy deficiente en la legislación anterior atribuyendo al titular del vehículo la responsabilidad del pago se resolvió justamente por la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, de reforma del RDLeg. 339/1990 y se ha trasladado así a la LTCVMSV 2015, hoy vigente, atribuyendo el pago directamente al "conductor que cometió la infracción". Y esta novedad legislativa es importante, ya que se dan casos en los que la inmovilización de un vehículo puede deberse a una infracción o a otra conducta no infractora y puede deberse al propietario o al conductor o al arrendatario del vehículo. También cabe inmovilizar un vehículo para comprobar una infracción que luego no resulta acreditada y de todo ello puede resultar finalmente un caso de responsabilidad patrimonial de la Administración por mal funcionamiento de los servicios públicos.

La regulación actual corrige algunos problemas que hubo en la legislación anterior, que aludía a la cuestión del pago de forma muy escasa, aunque contenía elementos que permitían extraer consecuencias generales en esta materia (1) . 


EJEMPLO:

Cuando se trata de inmovilizaciones y traslados de vehículos para comprobar manipulaciones en los tacógrafos o en los instrumentos de medición de velocidad, se aclara que los gastos serán por cuenta del denunciado «si se acredita la infracción».







	 (1) 

	A pesar de estas consecuencias lógicas, el artículo 104 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, para asegurar el pago de estos gastos y estar a salvo de posibles discrepancias entre el conductor y el propietario del vehículo, dispone que los gastos que ocasiona la inmovilización «serán de cuenta del titular», que deberá abonarlos o garantizar su pago como requisito previo para levantar tal medida. Y todo ello —añade el precepto—, sin perjuicio del derecho de defensa que asiste al propietario del vehículo «y de la posibilidad de repercutirlo sobre la persona responsable que haya dado lugar a que la Administración adopte tal medida». La solución es de un gran pragmatismo, pero totalmente alejada de un criterio de justicia que hubiera exigido que los gastos de la inmovilización y retirada fueran a cargo del causante o responsable de los hechos que determinaron la medida y, en su caso, exigirlos a éste por los procedimientos coactivos que la Administración dispone, en lugar de cobrarle al propietario del vehículo (que es lo fácil ya que en caso contrario no se levanta la medida), y seguidamente ofrecerle el consuelo de que «repercuta el gasto» en el responsable o ejercite sus derechos de defensa, es decir, que lo demande en la vía judicial competente.


	 Ver Texto 








2.3. La retirada y depósito del vehículo


 La retirada y depósito del vehículo es otra medida provisional clásica del Derecho de la Circulación. Se trata de una medida fundamental para gestionar el tráfico en todo tipo de vías públicas y que afecta a vehículos abandonados, accidentados y mal estacionados, así como en general a otras circunstancias en las que los vehículos entorpecen la normalidad de la circulación vial.

De conformidad con lo establecido en el artículo 105 LTCVMSV 2015, «la autoridad encargada de la gestión del tráfico podrá proceder, si el obligado a ello no lo hiciera, a la retirada del vehículo de la vía y su depósito en el lugar que se designe en los siguientes casos:


	
a)  Siempre que constituya peligro, cause graves perturbaciones a la circulación de vehículos o peatones o deteriore algún servicio o patrimonio público.


	
b)  En caso de accidente que impida continuar su marcha.


	
c)  Cuando, procediendo legalmente la inmovilización del vehículo, no hubiere lugar adecuado para practicarla sin obstaculizar la circulación de vehículos o personas.


	
d)  Cuando, inmovilizado un vehículo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 104, no cesasen las causas que motivaron la inmovilización.


	
e)  Cuando un vehículo permanezca estacionado en lugares habilitados por la autoridad municipal como zonas de aparcamiento reservado para el uso de personas con discapacidad sin colocar el distintivo que lo autoriza.


	
f)  Cuando un vehículo permanezca estacionado en los carriles o partes de las vías reservados exclusivamente para la circulación o para el servicio de determinados usuarios y en las zonas reservadas a la carga y descarga.


	
g)  Cuando un vehículo permanezca estacionado en lugares habilitados por la autoridad municipal como de estacionamiento con limitación horaria sin colocar el distintivo que lo autoriza, o cuando se rebase el triple del tiempo abonado conforme a lo establecido en la Ordenanza Municipal.


	
h)  Cuando obstaculicen, dificulten o supongan un peligro para la circulación».



Se pormenorizan, por tanto, las ocho causas que dan lugar a la inmovilización del vehículo, lo que es perfectamente consecuente con el principio de legalidad que obliga a la Administración a disponer de una norma con rango legal para afectar a los derechos de libertad y propiedad de los ciudadanos, todo ello sin perjuicio del desarrollo reglamentario que pueda acometerse por las Ordenanzas Municipales.

El artículo 105.2 LTCVMSV 2015 establece que "salvo en los casos de sustracción u otras formas de utilización del vehículo en contra de la voluntad de su titular, debidamente justificadas, los gastos que se originen como consecuencia de la retirada a la que se refiere el apartado anterior, serán por cuenta del titular, del arrendatario o del conductor habitual, según el caso, que deberá abonarlos como requisito previo a la devolución del vehículo, sin perjuicio del derecho de recurso y de la posibilidad de repercutirlos sobre el responsable del accidente, del abandono del vehículo o de la infracción que haya dado lugar a la retirada. El agente de la autoridad podrá retirar el permiso de circulación del vehículo hasta que se haya acreditado el abono de los gastos referidos".

[La Ley introdujo una previsión sobre el plazo en que la Administración Pública debe comunicar a los interesados que sus vehículos han sido retirados de las vías públicas y trasladados a los depósitos correspondientes. En este sentido, el artículo 105.3 LTCVMSV 2015 dispone que "la Administración deberá comunicar la retirada y depósito del vehículo al titular en el plazo de 24 horas. La comunicación se efectuará a través de la Dirección Electrónica Vial, si el titular dispusiese de ella".]








2.4. Tratamiento residual del vehículo


 Dentro del apartado de medidas provisionales "y de otras medidas", la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, de reforma del RDLeg. 339/1990 introdujo una curiosa regulación que difícilmente puede considerarse como perteneciente a la familia de las medidas provisionales. La medida, trasladada al RDLeg. 6/2015 en su art. 106 LTCVMSV 2015, lleva por título "tratamiento residual del vehículo".

La esencia de esta medida "no sancionadora" consiste en considerar que un vehículo se ha transformado en un residuo destinado al abandono y, para ello, la Ley cambia el concepto de residuo e incluso el concepto de vehículo abandonado.

Conforme al sentido común y al derecho ambiental un residuo es un objeto sin valor que se destina al abandono por su poseedor. Para que un vehículo sea considerado como residuo además de estar "abandonado" debe reunir una serie de características que lo aproximen más al concepto de chatarra que al de coche olvidado por su dueño. Y esto, que es lo que dicta el sentido común, es lo contrario de lo que establece la LTCVMSV 2015 en su art. 106.

El precepto establece las reglas para proceder al "traslado, destrucción y descontaminación" de los vehículos. Junto a casos de vehículos accidentados y verdaderamente agotados en su vida útil, la Ley prevé el mismo tratamiento para los vehículos simplemente estacionados que hayan sido retirados de la vía pública y trasladados a un depósito municipal.

Los supuestos en los que el vehículo puede ser "destruido y descontaminado" conforme a la retórica de la LTCVMSV 2015, son los siguientes:


	
a)  cuando han transcurrido más de dos meses desde que el vehículo fuera inmovilizado o retirado de la vía pública y depositado por la Administración y su titular no hubiera formulado alegaciones

	
b)  cuando permanezca estacionado por un periodo superior a un mes en el mismo lugar y presente desperfectos que hagan imposible su desplazamiento por sus propios medios o le falten las placas de matrícula

	
c)  cuando recogido un vehículo como consecuencia de avería o accidente del mismo en un recinto privado, su titular no lo hubiese retirado en el plazo de dos meses.




En consecuencia, no será extraño encontrar casos en los que, en realidad, los coches no son residuos abandonados, sino que este supuesto "abandono" puede deberse a otras causas como el olvido o la imposibilidad de usar el vehículo por motivos personales de índole variada (enfermedad, viaje, etc.). 



Ciertamente hay un problema real de abandono de vehículos y las empresas dedicadas a reparaciones no pueden soportar la carga de estos abandonos. La propia Ley de Residuos prevé sanciones para los responsables del abandono y obligaciones claras sobre qué hacer en estos casos.

Sin embargo, se puede dar la paradoja de muchos casos en los que se consideren legalmente como "residuos" a coches que estén en perfecto estado.

Y en estos supuestos nada excepcionales ¿qué prevé el texto de la LTCVMSV 2015? En estos casos lo que se prevé es que las autoridades competentes se podrán quedar con el coche, precisamente porque la realidad muestra que no es un residuo a destruir sino un bien a utilizar: "podrán acordar la sustitución del tratamiento residual del vehículo por su adjudicación a los servicios de vigilancia del tráfico" (art. 106.3 LTCVMSV 2015).

Ninguna filosofía conocida hasta ahora sobre seguridad vial avala la idea de esta apropiación indebida a causas medioambientales. Y es que un coche, que no ha agotado su vida útil, por el hecho de estar estacionado incluso de forma molesta, no puede considerarse como una res derelicta o un bien mostrenco, ni tampoco tratado como un residuo sólido urbano que debe ser "descontaminado" y/o alternativamente auto-adjudicado por la administración. 

[Sin embargo, el coche que verdaderamente es residuo, es decir, que ha agotado su tiempo útil y ha devenido chatarra, presenta un problema que ya tiene una solución en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, cuya correcta aplicación obligaría a sancionar al que abandona el coche inservible y a depositarlo como desecho en un centro de tratamiento adecuado.]








2.5. Limitaciones para realizar trámites de tráfico con multas pendientes


 Desde la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, modificadora del RDLeg. 339/1990, dentro del Capítulo de medidas provisionales y de "otras medidas", se ha previsto una forma de coacción para el pago de las multas limitando los derechos de los ciudadanos al acceso de los servicios administrativos.

Negar a los ciudadanos el acceso a los servicios ordinarios de la gestión del tráfico es una contradicción con los derechos de los ciudadanos establecidos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (art. 13 LPACAP) y que conforman un "estatuto" de los interesados en su tramitación ante las administraciones públicas y en virtud del cual ningún órgano administrativo puede oponer trabas a la gestión de los expedientes.

El artículo 107.1 LTCVMSV 2015 dice que «el titular de un permiso o licencia de conducción no podrá efectuar ningún trámite relativo a los vehículos de los que fuere titular en el Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico cuando figuren como impagadas en su historial de conductor cuatro sanciones firmes en vía administrativa por infracciones graves o muy graves». El apartado 2 se refiere al titular de un vehículo con respecto a los trámites relativos al mismo, exceptuando, el art. 107.3, «de lo dispuesto en los apartados anteriores el trámite de baja temporal o definitiva de vehículos».

En todo caso es un exceso vincular el pago de las multas por expedientes sancionadores al derecho fundamental y básico de obtener tutela jurídica y respuesta a solicitudes en expedientes administrativos de otra naturaleza no sancionadora, aunque pertenezcan al ramo de competencias del mismo ministerio o dirección general. El cobro de las multas tiene sus procedimientos propios ordinario y extraordinario de apremio sobre el patrimonio del deudor, y no cabe ni es legítimo forzar el pago por otras vías inadecuadas y desproporcionadas, como lo es sin duda mediante la negación del ejercicio de otros derechos de los ciudadanos ante las administraciones públicas en los que están implicados, entre otros, los derechos fundamentales a la libertad de circulación.







2.6. Declaración de nulidad y pérdida de vigencia de las autorizaciones


 Las autorizaciones administrativas de carácter operativo, es decir, aquéllas que facultan para la realización de una actividad (cazar, conducir, manipular sustancias peligrosas y otras similares) no se conceden de forma incondicionada y con carácter indefinido, sino que están limitadas temporalmente y sometidas al mantenimiento de los requisitos personales o materiales conforme a los cuales fueron otorgadas.

De esta manera, la Administración competente debe verificar periódicamente el mantenimiento de las condiciones que determinan la vigencia de los permisos y, en caso contrario, debe revocarlos o dejarlos sin efecto. Estas anulaciones, revocaciones, pérdidas de vigencia u otras denominaciones más o menos equivalentes en términos reales, con las que se quiera designar el hecho de perder una autorización, son cuestiones de mucho interés práctico y, en ningún caso, deben confundirse con las sanciones administrativas ni con las medidas cautelares que se pueden adoptar en el curso de un expediente.

La privación definitiva de un permiso, por la pérdida de las condiciones para tenerlo, no es una sanción sino una medida de policía administrativa a la que no se puede asignar tal carácter en el sentido de reacción punitiva ante una conducta incorrecta. 

Esto no quiere decir que la Administración pueda privar de las autorizaciones a sus titulares de forma automática, sino que debe hacerlo por medio de un procedimiento en el que el interesado tenga la oportunidad de ser oído y presentar sus alegaciones, pues, en otro caso, el acto administrativo que priva de un derecho sería nulo. 

ATENCIÓN: Debe quedar claro que este procedimiento, que conduce a la pérdida de la autorización, no es un procedimiento sancionador ni está sometido a los peculiares trámites y principios que gobiernan la potestad sancionadora.


En la legislación de tráfico y seguridad vial se regula la concesión de diversos permisos, licencias y autorizaciones, y también se alude a los casos en que estos permisos se pueden perder o suspender. Los arts. 69 y ss. LTCVMSV 2015 hacen referencia a la declaración de nulidad o lesividad y pérdida de vigencia de las autorizaciones previstas en esta legislación, así como a la suspensión cautelar que puede acordarse en la tramitación del expediente para dejar sin efecto estas autorizaciones, y todo ello en la forma que se esquematiza en el siguiente cuadro descriptivo:








	Declaración de nulidad o lesividad (art. 69 LTCVMSV 2015)
	Cuando concurra alguno de los supuestos previstos y de acuerdo con el procedimiento regulado en la normativa sobre procedimiento administrativo común (es decir, arts. 47 y 48 de la LPACAP).



	Pérdida de vigencia (arts. 70 y 71 LTCVMSV 2015)
	Cuando se acredite la desaparición de los requisitos para su otorgamiento o por pérdida del crédito de puntos



	Procedimiento a seguir (arts. 70.2 y 71.1 LTCVMSV 2015)
	Para acordar la pérdida de vigencia, la Jefatura Central de Tráfico deberá notificársela al interesado (en caso de presunta carencia de requisitos exigido para su otorgamiento, se le dará plazo para que, en su caso, pueda acreditar su existencia).



	Suspensión cautelar de las autorizaciones (art. 72 LTCVMSV 2015)
	En los supuestos de los arts. 69 a 71 LTCVMSV 2015, cuando su mantenimiento entrañe grave peligro para la seguridad del tráfico.



	Recuperación de las autorizaciones (art. 70.3 y 71.2 LTCVMSV 2015)
	Tras la pérdida de vigencia por desaparición de requisitos para su otorgamiento, el titular puede obtener de nuevo la autorización siguiendo el procedimiento, superando las pruebas y acreditando los requisitos que se determinen reglamentariamente. En caso de pérdida de vigencia por pérdida del crédito de puntos, transcurridos los plazos del art. 71.1 LTCVMSV 2015, el interesado ha de realizar y superar con aprovechamiento un curso de sensibilización y reeducación vial y superar las pruebas que reglamentariamente se determinen












3. La pérdida de la autorización para conducir por puntos






3.1. La pérdida de la autorización para conducir por puntos: una medida sancionadora sin carácter sancionador


 La regulación del denominado "carné por puntos" es en realidad una modalidad o causa de "pérdida de vigencia" de la autorización administrativa para conducir. Por tanto, las normas sobre el carné por puntos no se encuentran en el apartado de infracciones y sanciones de tráfico (Título V, arts. 74 a 81 LTCVMSV 2015) sino en el título de las "autorizaciones administrativas", concretamente en los arts. 69 y ss. LTCVMSV 2015.

Resulta llamativo que, a pesar de la importancia que se atribuye al carné por puntos en las políticas de seguridad vial, su regulación no ocupa (en el nivel legal) un lugar destacado, sino que se encuentra formando parte de otras materias que no tienen relación directa con esta institución básica para la seguridad vial. Así tenemos, que la regulación sustantiva del carné por puntos son los arts. 69 a 71 LTCVMSV 2015, Anexo II (infracciones que llevan aparejada la pérdida de puntos) y Anexo III (cursos de sensibilización y reeducación vial), así como el desarrollo reglamentario contenido en el Reglamento General de Conductores (Título I, Capítulo IV).


La pérdida de puntos (y la eventual pérdida de vigencia del carné de conducir por la acumulación de puntos perdidos) es una medida accesoria de la sanción y no se configura legalmente (formalmente) como sanción. 



Sin embargo, esta medida está tan íntimamente relacionada con la multa que su impugnación en vía administrativa y contencioso-administrativa reviste el mismo régimen de garantías y se tramita conforme a los mismos recursos. Y es que, en realidad, en sentido material, la detracción de puntos es una medida sancionadora y ello porque la pérdida de puntos (y eventualmente el permiso) es una sanción añadida a la multa, tiene naturaleza punitiva, o sea, que se "castiga" al infractor con la pérdida de puntos al mismo tiempo que se le castiga con la multa.

La STS, Sala 3ª, de 4 junio 2009, Rec. 25/2006, contiene interesantes consideraciones acerca de la naturaleza jurídica de esta medida y su impugnación. Y dice que resulta indudable que la pérdida de puntos es una medida que tiene carácter materialmente sancionador, y sobre esta base, añade que: "para que la aplicación de esta medida quede revestida de las garantías exigibles, enervando todo riesgo de indefensión, es exigible que durante la tramitación del procedimiento sancionador el interesado quede cumplidamente informado de los puntos que podrá perder en caso de ser sancionado; y asimismo es exigible que al notificarse al interesado la resolución sancionadora se le indique de forma clara la pérdida de puntos que llevará aparejada la sanción una vez que sea firme".

En consecuencia, para evitar la indefensión del interesado en un expediente sancionador de tráfico puede afirmarse que en la impugnación que se dirija contra la resolución sancionadora podrá cuestionarse no solo la conducta infractora (y la cuantía de la sanción pecuniaria) sino también la medida relativa a la pérdida de puntos y la correcta aplicación del Anexo II que contiene el baremo para cuantificar la pérdida de puntos que comporta cada infracción. Y además, es admisible que la impugnación en vía de recurso se refiera sólo a esta última cuestión, o sea, a la pérdida de puntos. La sentencia matiza también lo siguiente: 

TÉNGASE EN CUENTA: "No ignoramos que, al afirmar que la impugnación dirigida contra la resolución sancionadora puede combatirse la pérdida de puntos, se está contemplando la posibilidad de combatir una medida que todavía no se ha materializado, pues el descuento de los puntos sólo tiene lugar cuando la sanción es firme. Pero es indudable que la pérdida de puntos es una consecuencia directa y automática de la sanción, y participa de su misma naturaleza, por lo que debe quedar sujeta al mismo régimen de impugnación" (STS 4 junio 2009, Rec. 25/2006).









3.2. La pérdida del permiso de conducir por puntos en el derecho de tráfico español


 La Ley 17/2005, de 19 de julio, reguladora del permiso de conducir por puntos, vino a ser el reconocimiento expreso del fracaso de las políticas de seguridad vial en España. Y este no es un motivo oculto, sino que se reconocía expresamente que, ante la escalada de la accidentalidad y las víctimas en nuestro país, era necesario el auxilio de esta nueva medida.

Sin embargo, lo primero que hay que destacar es que el hecho de "perder" el permiso de conducir por cometer infracciones no es una novedad descubierta e inmediatamente incorporada a nuestro sistema legal con la Ley 17/2005, de 19 de julio. El permiso de conducir se perdía temporalmente (se suspendía en su vigencia) por la comisión de infracciones graves y/o muy graves ya que ésta era una sanción típica y autónoma (no accesoria de la pecuniaria) de nuestro sistema junto con la multa. Y así fue hasta la reforma del RDLeg. 339/1990 por la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, que, como decíamos, dejó a la multa como única sanción en nuestro sistema legal pasando a ser la suspensión del permiso de conducir una medida accesoria ligada a la pérdida de puntos.

Por tanto, la principal novedad de la Ley 17/2005, de 19 de julio, fue la reforma del sistema de sanciones de tráfico. Y ello por la derogación de la sanción administrativa consistente en el curso de reeducación vial (introducida por la Ley 19/2001, de 19 de diciembre) y la introducción del permiso de conducir por puntos a cambio de este freno y marcha atrás en la nueva modalidad de sanción.

La base del sistema es la denominada pérdida de vigencia de la autorización, lo que equivale a decir, siguiendo la terminología al uso en otros sistemas la pérdida o privación de una autorización, lo que a su vez implica, la prohibición de realizar la actividad que la autorización permitía, en este caso, conducir vehículos a motor y ciclomotores.

Las autorizaciones que se pierden como consecuencia de una sanción se pueden recuperar nuevamente (salvo que se establezca otra cosa en la norma que las regula o en el condicionado de la resolución sancionadora) por el procedimiento de obtención de autorizaciones nuevas. Este es el régimen común de los permisos tráfico (conducir y circular) se pierden por no cumplir los requisitos legales para su mantenimiento. Así lo establece el art. 70 LTCVMSV 2015 de modo que el titular de una autorización cuya pérdida haya sido declarada "podrá obtenerla de nuevo siguiendo el procedimiento, superando las pruebas y acreditando los requisitos que reglamentariamente se determinen" (apartado 3).

Y, por tanto, la "pérdida" (en el sentido de retirada coactiva, no de extravío involuntario) del permiso de conducir por puntos, participa de estas mismas ideas regulatorias, es decir, el conductor que ha perdido el permiso por puntos puede recuperar el permiso perdido bajo ciertas condiciones. Y son estas condiciones especiales lo que diferencian el régimen del permiso por puntos del resto de modalidades de recuperación de permisos de tráfico.







3.3. Régimen jurídico de la pérdida de vigencia del permiso de conducir por detracción del saldo de puntos


 De conformidad con lo previsto en el art. 71 LTCVMSV 2015, la Jefatura Central de Tráfico declarará la pérdida de vigencia del permiso o licencia de conducción cuando su titular haya perdido la totalidad de los puntos asignados, como consecuencia de la aplicación del baremo recogido en los anexos II y IV LTCVMSV 2015. La utilización reiterada en nuestra legislación de la palabra "pérdida", en lugar de supresión, anulación u otra fórmula coactiva no debe hacer dudar de la naturaleza materialmente sancionadora a de la medida.

Una vez constatada la pérdida (=detracción coactiva) total de los puntos asignados, la Administración, en el plazo de 15 días, notificará al interesado el acuerdo por el que se declara la pérdida de vigencia de su permiso o licencia de conducción.

En este caso, su titular no podrá obtener un nuevo permiso o una nueva licencia de conducción hasta transcurridos 6 meses, contados desde la fecha en que dicho acuerdo haya sido notificado. Este plazo se reducirá a tres meses en el caso de conductores profesionales.

Si durante los tres años siguientes a la obtención de la nueva autorización fuera acordada su pérdida de vigencia por haber perdido nuevamente la totalidad de los puntos asignados, no se podrá obtener un nuevo permiso o licencia de conducción hasta transcurridos 12 meses contados desde la fecha en que dicho acuerdo ha sido notificado. Este plazo se reducirá a 6 meses en el caso de conductores profesionales.

El titular de un permiso o licencia de conducción cuya pérdida de vigencia haya sido declarada como consecuencia de la pérdida total de los puntos asignados, podrá obtener nuevamente un permiso o licencia de conducción de la misma clase de la que era titular, transcurridos los plazos señalados en los párrafos 2 y 3 del art. 71 LTCVMSV 2015. Sin embargo, para ello es necesaria la previa realización y superación con aprovechamiento de un curso de sensibilización y reeducación vial y posterior superación de las pruebas que reglamentariamente se determinen (art. 70.2 LTCVMSV 2015).

Los citados cursos de sensibilización y reeducación vial tendrán la duración, el contenido y los requisitos que se determinen por el Ministerio del Interior. En todo caso la duración máxima será de 15 horas (art. 65.4 LTCVMSV 2015), cuando se realicen para la recuperación parcial de puntos, y como máximo de 30 horas (art. 71.3 LTCVMSV 2015), cuando se pretenda obtener un nuevo permiso o licencia de conducción.







3.4. Infracciones que llevan aparejada la pérdida de puntos


 El permiso y la licencia para conducir están condicionados a que su titular no haya perdido la asignación total de 12 puntos. Salvo los conductores noveles (antigüedad no superior a tres años) que tienen 8 puntos. Y los reincidentes (los que hayan obtenido un nuevo permiso/licencia tras haber perdido la asignación total inicial) que también disponen de 8 puntos únicamente.

El número de puntos inicialmente asignado se reduce por cada sanción firme en vía administrativa que se le imponga por la comisión de infracciones graves o muy graves que lleven aparejada la pérdida de puntos conforme al baremo establecido en el anexo II LTCVMSV 2015.

Los conductores no perderán más de ocho puntos por acumulación de infracciones en un solo día, salvo que concurra alguna de las infracciones muy graves a que se refieren los siguientes apartados del art. 77 LTCVMSV 2015, en cuyo caso el infractor perderá el número total de puntos que correspondan a cada infracción de las cometidas en un solo día: 


	
a) No respetar los límites de velocidad.

	
b) Circular con un vehículo cuya carga ha caído a la vía, por su mal acondicionamiento, creando grave peligro para el resto de los usuarios.

	
c) Conducir superando las tasas de alcohol establecidas o con presencia de drogas en el organismo.

	
d) Negativa a someterse a pruebas de detección.

	
e) Conducción temeraria.

	
f) Circular en sentido contrario al establecido.

	
g) Participar en competiciones y carreras no autorizadas

	
h) Conducir vehículos con inhibidores de radar o cinemómetros.

	
i) Aumentar en más del 50 por ciento los tiempos de conducción o minorar en tal proporción los tiempos de descanso establecidos para el transporte terrestre.




Transcurridos dos años sin haber sido sancionados en firme en vía administrativa por la comisión de infracciones que lleven aparejada la pérdida de puntos, los titulares de los permisos o licencias afectados por la pérdida parcial de puntos recuperarán la totalidad del crédito inicial de 12 puntos. 



La Ley 18/2021, de 20 de diciembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, en materia del permiso y licencia de conducción por puntos, ha procedido a unificar a dos años del plazo que tiene que transcurrir para recuperar el saldo inicial de puntos tras la firmeza de las sanciones eliminando el plazo de tres años que establecía el art. 65.1 LTCVMSV 2015 para el caso de que la pérdida de alguno de los puntos se debiera a la comisión de infracciones muy graves.

Por otra parte la Disposición Transitoria Única de la Ley 18/2021, de 20 de diciembre, establece que el titular de un permiso o licencia de conducción afectado por la pérdida parcial de puntos como consecuencia de la comisión de infracciones muy graves, recuperará la totalidad del crédito inicial de doce puntos en la fecha de entrada en vigor de dicha norma (21 de marzo de 2022) si han transcurrido dos años sin haber sido sancionado en firme en vía administrativa por la comisión de infracciones que lleven aparejada la pérdida de puntos.

Asimismo, los conductores noveles y los reincidentes, que cuentan con un crédito inicial de 8 puntos, si transcurren dos años sin haber sido sancionados en firme en vía administrativa por la comisión de infracciones que impliquen la pérdida de puntos, pasan a disponer de un total de 12 puntos (art. 65.2 LTCVMSV 2015).

Igualmente, quienes mantengan la totalidad de los puntos al no haber sido sancionados en firme en vía administrativa por la comisión de infracciones, recibirán como bonificación dos puntos durante los tres primeros años y, un punto, por los tres siguientes, pudiendo llegar a acumular hasta un máximo de 15 puntos en lugar de los 12 iniciales (art. 63.4 LTCVMSV 2015).

La mencionada Ley 18/2021, de 20 de diciembre, ha introducido un nuevo apartado 5 al art. 63 LTCVMSV 2015 conforme al cual la superación de cursos de conducción segura y eficiente a los que se hace referencia en el anexo VIII, siempre que se cumplan los requisitos establecidos y se tenga saldo positivo, compensará con dos puntos adicionales hasta un máximo de quince puntos y con una frecuencia máxima de un curso de cada tipo cada dos años.

En consecuencia, el titular de un permiso o licencia de conducción que sea sancionado en firme en vía administrativa por la comisión de alguna de las infracciones que se mencionan en el Anexo II LTCVMSV 2015, perderá el número de puntos que a continuación se indica:







	INFRACCIONES
	PUNTOS




	
1. Conducir con una tasa de alcohol superior a la reglamentariamente establecida:

A) Valores mg/l aire espirado, más de 0,50 (profesionales y titulares de permisos de conducción con menos de dos años de antigüedad más de 0,30 mg/l)

B) Valores mg/l aire espirado, superior a 0,25 hasta 0,50 (profesionales y titulares de permisos de conducción con menos de dos años de antigüedad más de 0,15 hasta 0,30 mg/l)


	 


	6

	4


	2. Conducir con presencia de drogas en el organismo
	6



	3. Incumplir la obligación de someterse a las pruebas de detección de alcohol o de la presencia de drogas en el organismo
	6



	4. Conducir de forma temeraria, circular en sentido contrario al establecido o participar en carreras o competiciones no autorizadas
	6



	5. Conducir vehículos que tengan instalados inhibidores de radares o cinemómetros o cualesquiera otros mecanismos encaminados a interferir en el correcto funcionamiento de los sistemas de vigilancia del tráfico
	6



	6. El exceso en más del 50 por ciento en los tiempos de conducción o la minoración en más del 50 por ciento en los tiempos de descanso establecidos en la legislación sobre transporte terrestre
	6



	7. La participación o colaboración necesaria de los conductores en la colocación o puesta en funcionamiento de elementos que alteren el normal funcionamiento del uso del tacógrafo o del limitador de velocidad
	6



	8. Utilizar, sujetando con la mano, dispositivos de telefonía móvil mientras se conduce (Ley 18/2021)
	6



	9. Arrojar a la vía o en sus inmediaciones objetos que puedan producir incendios o accidentes (Ley 18/2021, de 20 de diciembre)
	6



	10. Incumplir las disposiciones legales sobre preferencia de paso, y la obligación de detenerse en la señal de stop, ceda el paso y en los semáforos con luz roja encendida
	4



	11. Incumplir las disposiciones legales sobre adelantamiento poniendo en peligro o entorpeciendo a quienes circulen en sentido contrario y adelantar en lugares o circunstancias de visibilidad reducida
	4



	12. Adelantar poniendo en peligro o entorpeciendo a ciclistas o sin dejar la separación mínima de 1,5 metros (Ley 18/2021, de 20 de diciembre)
	6



	13. No respetar las señales o las órdenes de la autoridad encargada de la regulación, ordenación, gestión, vigilancia y disciplina del tráfico o de sus agentes (Ley 18/2021, de 20 de diciembre)
	4



	14. No mantener la distancia de seguridad con el vehículo que le precede.
	4



	15. No hacer uso, o no hacerlo de forma adecuada, del cinturón de seguridad, sistemas de retención infantil, casco y demás elementos de protección obligatorios.
	4



	16. Conducir un vehículo con un permiso o licencia de conducción que no le habilite para ello.
	4



	17. Conducir un vehículo teniendo suspendida la autorización administrativa para conducir o teniendo prohibido el uso del vehículo que se conduce.
	4



	18. Realizar la maniobra de marcha atrás en autopistas y autovías.
	4 



	19. Efectuar el cambio de sentido incumpliendo las disposiciones recogidas en esta Ley y en los términos establecidos reglamentariamente.
	3



	20. Conducir utilizando cualquier tipo de casco de audio o auricular conectado a aparatos receptores o reproductores de sonido u otros dispositivos que disminuyan la atención permanente a la conducción, o manteniendo ajustado entre el casco y la cabeza del usuario dispositivos de telefonía móvil mientras se conduce, o utilizando manualmente navegadores o cualquier otro medio o sistema de comunicación, así como dispositivos de telefonía móvil en condiciones distintas a las previstas en el ordinal 8. (Ley 18/2021, de 20 de diciembre)
	3



	21. Conducir vehículos que lleven mecanismos de detección de radares o cinemómetros.
	3





El Anexo II ha sido objeto de modificación por la Ley 18/2021, de 20 de diciembre, con el objeto, según su Preámbulo, de agravar la pérdida de puntos en infracciones por comportamientos que se vienen identificando, en la actualidad, como más peligrosos por su accidentalidad, como la utilización de teléfono móvil sujetando el dispositivo con la mano —diferenciándolo de otros supuestos de utilización indebida que comportan menos riesgos—, la falta de uso o uso incorrecto del casco de protección, del cinturón de seguridad y de los sistemas de retención infantil.

Frente a tal agravamiento de la detracción de puntos en las infracciones citadas, el legislador apuesta por los cauces para mejorar el comportamiento de las personas que conducen a través de los cursos. La modificación legal prevé que los cursos de conducción segura y eficiente, que han ganado prestigio con el tiempo y que llevan varios años ofreciendo algunas asociaciones, clubes de conductores, entidades aseguradoras, autoescuelas, etc. puedan servir para recuperar o bonificar con dos puntos de saldo, de acuerdo con lo que se determine reglamentariamente. Estos cursos deben ser una oportunidad para reciclar a las personas que, aunque no hayan cometido infracciones graves, quieran mejorar su conducción y hacerla más segura y eficiente.

La detracción de puntos por exceso de velocidad se producirá de acuerdo con lo establecido en el anexo IV. La pérdida de puntos únicamente se producirá cuando el hecho del que se deriva la detracción de puntos se produce con ocasión de la conducción de un vehículo para el que se exija autorización administrativa para conducir. El crédito de puntos es único para todas las autorizaciones administrativas de las que sea titular el conductor.

La asignación de puntos es automática, va unida a la obtención de permisos/licencias y no hay que realizar ningún trámite adicional. El sistema se gestiona mediante una aplicación informática que controla la Administración de Tráfico.

ATENCIÓN: Es conveniente reiterar que el sistema por puntos actual ha reformado el actual sistema de sanciones. Ya no tenemos multas y suspensión temporal de permisos, sino que la única sanción es la multa mientras que, la pérdida de puntos, es una medida accesoria a la multa que no tiene carácter sancionador (formalmente), aunque puede impugnarse de forma conjunta con la sanción e incluso de forma independiente de la sanción económica.


De modo que cuando se cometen determinadas infracciones, además de la correspondiente sanción económica, también se restan puntos al infractor.

El sistema recaudatorio por multas de tráfico no se altera con la gestión del permiso por puntos, de modo que el incremento de puntos no sirve para conmutar eventuales sanciones económicas. Por tanto, el buen conductor que conserva intacto su crédito de 12 puntos, en 6 años puede llegar a tener hasta 15 puntos. Para ello es necesario que durante los tres primeros años no cometa ninguna infracción que suponga pérdida de puntos con lo que obtendrá dos puntos más que sumará a los 12 iniciales y tendrá 14 puntos. Si vuelven a pasar tres años y sigue siendo un buen conductor, recibirá otro punto extra.

Además la superación de cursos de conducción segura y eficiente a los que se hace referencia en el nuevo anexo VIII LTCVMSV (creado por la Ley 18/2021, de 20 de diciembre), siempre que se cumplan los requisitos establecidos y se tenga saldo positivo, compensará con dos puntos adicionales hasta un máximo de quince puntos y con una frecuencia máxima de un curso de cada tipo cada dos años.

Alcanzando la cifra de 15 puntos, de acuerdo con la propaganda de la DGT "demostrarás que te encuentras entre los mejores conductores y que respetas tu vida y la de los demás", pero como cometa una infracción de las que no lleva aparejada la pérdida de puntos tendrá que pagar las multas correspondientes y no podrá compensar su esfuerzo ahorrándose el pago de una multa por una infracción meramente formal.

El conductor que pierde puntos puede recuperarlos parcialmente, por varias vías: superando un curso o dejando de cometer infracciones que supongan pérdida de puntos, unida esta circunstancia al paso de determinados periodos de tiempo.

Por otra parte la Disposición Transitoria Única de la Ley 18/2021, de 20 de diciembre, establece que el titular de un permiso o licencia de conducción afectado por la pérdida parcial de puntos como consecuencia de la comisión de infracciones muy graves, recuperará la totalidad del crédito inicial de doce puntos en la fecha de entrada en vigor de dicha norma (21 de marzo de 2022) si han transcurrido dos años sin haber sido sancionado en firme en vía administrativa por la comisión de infracciones que lleven aparejada la pérdida de puntos. 

[Mediante la realización y superación con aprovechamiento de un curso de sensibilización y reeducación vial de 15 horas, se podrá recuperar hasta un máximo de 6 puntos. Este curso sólo podrá hacerse una vez cada dos años. Salvo en el caso del conductor profesional que podrá realizar el curso todos los años. Además, el conductor que no pierde puntos en un plazo de dos años recupera el crédito inicial de 12 puntos. El conductor que se ha quedado sin puntos pierde el permiso, pero puede recuperarlo.]


Después de 6 meses desde que se haya notificado la pérdida de vigencia del permiso, podrá obtener uno nuevo realizando y superando con aprovechamiento un curso de reeducación y sensibilización vial y posterior superación de las pruebas que reglamentariamente se determinen. Sin embargo, el reincidente que pierde su permiso por segunda vez deberá esperar doce meses para volver a conducir; seis meses en el caso de los conductores profesionales (art. 71 LTCVMSV 2015).

Los cursos de sensibilización y reeducación vial son cursos de formación que se imparten en centros concertados. Su objetivo es sensibilizar a los conductores sobre la implicación que tienen en los accidentes. En estos cursos habrá temas comunes para todos los conductores, donde se habla de cultura y educación vial fomentando el debate y la reflexión, y temas específicos para cada conductor, donde se tratarán las materias que más afecten a cada uno.







3.5. Los cursos y módulos para la recuperación de puntos


 Los cursos constituyen un procedimiento para recuperar o recargar el saldo de puntos que se va perdiendo como consecuencia de las infracciones denunciadas y sancionadas que lleven aparejada la pérdida de puntos.

El Anexo III LTCVMSV 2015 está dedicado a los "Cursos de sensibilización y reeducación vial", cuya "duración, el contenido y los requisitos... serán los que se establezcan por orden del Ministro del Interior".

Con respecto al objeto o finalidad de estas medidas, el Anexo mencionado establece que "los cursos de sensibilización y reeducación vial tendrán por objeto concienciar a los conductores sobre su responsabilidad como infractores y las consecuencias derivadas de su comportamiento, en especial respecto a los accidentes de tráfico, así como reeducarlos en el respeto a los valores esenciales en el ámbito de la seguridad vial como son el aprecio a la vida propia y ajena, y en el cumplimiento de las normas que regulan la circulación" (apartado 1).


La realización de estos cursos tendrá como objetivo final modificar la actitud en la circulación vial de los conductores sancionados por la comisión de infracciones graves y muy graves que lleven aparejada la pérdida de puntos.



Hay dos clases de cursos (apartado 2, Anexo III):


	
a)  Los cursos de sensibilización y reeducación vial para aquellos conductores que hayan perdido una parte del crédito inicial de puntos asignados. La superación con aprovechamiento de estos cursos les permitirá recuperar hasta un máximo de seis puntos, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en esta Ley. Su duración máxima será de 15 horas.

	
b)  Los cursos de sensibilización y reeducación vial para aquellos conductores que pretendan obtener de nuevo el permiso o la licencia de conducción tras haber perdido la totalidad de los puntos asignados. La superación con aprovechamiento de estos cursos será un requisito previo para que el titular de la autorización pueda obtenerla de nuevo, siempre que cumpla los requisitos establecidos en esta Ley. Su duración máxima será de 30 horas.



El apartado 3 del Anexo III regula el contenido de los cursos que «versará, principalmente, sobre aquellas materias relacionadas con los accidentes de tráfico, sus causas, consecuencias y los comportamientos adecuados para evitarlos».

Con respecto a los Centros de reeducación vial, el Anexo III, apartado 4, indica que «los centros que vayan a gestionar estos cursos se contratarán de acuerdo con lo establecido en la legislación de contratos del sector público».

Además de los anteriores, la Ley 18/2021, de 20 de diciembre, incorpora a la LTCVMSV 2015 un nuevo Anexo VII que regula los denominados cursos de conducción segura y eficiente. Según su Preámbulo son cursos que han ganado prestigio con el tiempo y que llevan varios años ofreciendo algunas asociaciones, clubes de conductores, entidades aseguradoras, autoescuelas, etc. y que pueden servir para recuperar o bonificar con dos puntos de saldo, de acuerdo con lo que se determine reglamentariamente. 

Estos cursos deben ser una oportunidad para reciclar a las personas que, aunque no hayan cometido infracciones graves, quieran mejorar su conducción y hacerla más segura y eficiente.Y así:


	
•  Tendrán como objeto formar a los conductores en distintas técnicas orientadas a evitar accidentes y reducir el consumo de combustible y las emisiones contaminantes, preparando al conductor para solventar situaciones de peligro, adoptando buenas prácticas en la conducción y el equipamiento, y evitando conductas de riesgo.

	
•  Se podrán realizar cursos de distintas clases diferenciando entre tipos de vehículos y de entorno: conducción segura y eficiente en carretera o en zona urbana.

	
•  El contenido y los requisitos de los cursos de conducción segura y eficiente serán los que se establezcan por Orden del Ministerio del Interior, debiendo tener en todo caso una duración mínima de seis horas que incluya formación teórica y formación práctica y contenidos específicos sobre respeto a los ciclistas y conductores de vehículos de movilidad personal como conductores de vehículos más vulnerables

	
•  Se establecerán los mecanismos de certificación y control que garanticen que los cursos se realizan conforme a lo establecido en la misma y en el referido anexo VIII.










4. Aspectos comunes del procedimiento sancionador de tráfico






4.1. Regulación del procedimiento sancionador de tráfico: prelación de normas y definiciones


 El procedimiento sancionador de tráfico está regulado en el Título V ("Régimen Sancionador"), Capítulo IV ("Procedimiento Sancionador") de la LTCVMSV 2015 y en el Real Decreto 320/1994, siendo aplicable la LPACAP con carácter supletorio en todo aquello no previsto por dichos cuerpos normativos.


El art. 83 LTCVMSV 2015 recoge la idea constitucional de "garantías procedimentales" estableciendo que «No se podrá imponer sanción alguna por las infracciones tipificadas en esta ley sino en virtud de procedimiento instruido con arreglo a lo dispuesto en este capítulo y, supletoriamente, en la normativa de procedimiento administrativo común» (apartado 1).

Las normas sobre procedimiento sancionador de tráfico han sido las más afectadas en las distintas reformas legales que se han ido produciendo en esta legislación. La idea de estas reformas legales ha sido siempre adaptar la legislación a las (malas) prácticas administrativas de la DGT. Y de este modo hemos visto que, cuando los tribunales dictan sentencias contra estas prácticas, la reacción de la Administración de Tráfico no ha sido cambiar su comportamiento, sino cambiar la legislación reguladora del procedimiento sancionador y todo ello conforme a una secuencia histórica que se puede rastrear perfectamente.

Por tanto, en la actualidad, el procedimiento sancionador de tráfico es un ejemplo de expediente sumarísimo, casi inexistente, elaborado con la intención de sancionar de forma rápida y, a ser posible, sin oposición del interesado; es decir, sancionar "de plano", al estilo de otros tiempos, pero con la modernidad de la tecnología actual. En consecuencia, las exposiciones de motivos de las reformas legales de este procedimiento, siempre hay que leerlas entre líneas y no dar por válida (sin referencias críticas) la idea de que responden a la intención de simplificar los expedientes y abreviar los trámites porque así lo exige la seguridad vial o la salvación de las vidas de los usuarios de las vías públicas.

Este procedimiento sancionador podemos definirlo como la serie ordenada de trámites que debe cumplir la Administración de Tráfico con objeto de imponer una sanción administrativa.


Desde el punto de vista documental todo procedimiento administrativo se configura como un expediente. A su vez, un expediente se define como la serie ordenada de documentos en que se concreta la actuación administrativa en orden a imponer una sanción de tráfico, su eventual impugnación en vía administrativa, así como las diligencias encaminadas a su ejecución.

El estudio del procedimiento sancionador de tráfico se divide en cuatro fases o momentos perfectamente diferenciados: iniciación, instrucción, terminación e impugnación. Conforme al procedimiento administrativo común, cada una de estas fases corresponde realizarla a funcionarios distintos, siendo también diferente la intervención y el contenido de los derechos de defensa que corresponden al interesado en cada uno de estos tramos del procedimiento. Especialmente importante es la separación entre el órgano instructor y el sancionador, que deben ser órganos distintos, por aplicación del artículo 63 LPACAP, que dice expresamente: «Los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán siempre de oficio por acuerdo del órgano competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se encomendará a órganos distintos». Ésta, como veremos, es una de las "garantías de procedimiento" que está ausente en los expedientes de tráfico, pero no es la única, ni siquiera la más importante.








4.2. Órganos competentes para tramitar denuncias por infracciones de tráfico


 En los apartados anteriores tenemos identificadas las infracciones de tráfico y las sanciones que se pueden imponer por cada una de estas infracciones. También hemos señalado la responsabilidad que incumbe a los empresarios, propietarios y conductores, de modo que ya sabemos contra quién se puede dirigir un expediente sancionador por infracciones de tráfico. Procede ahora determinar qué órganos administrativos son los competentes para instruir y resolver el citado expediente.

Determinar qué órganos son competentes para imponer multas de tráfico (y declarar la falta de vigencia de permisos de conducir) es importante ya que estas sanciones no tienen validez jurídica cuando son impuestas por órganos que no tengan atribuidas funciones sancionadoras en materia de tráfico. Por tanto, una vez que se ha cometido una infracción de tráfico y se ha denunciado por un agente, para imponer la sanción legalmente establecida es necesario instruir y resolver un expediente sancionador contra la persona imputada en el mismo y esa función sólo puede ejercitarse por el órgano que tenga atribuida la competencia sancionadora.

En materia de tráfico y seguridad vial la competencia se distribuye entre los órganos estatales, autonómicos (con trasferencias en la materia) y los locales en función del lugar donde se haya cometido la infracción. Si la infracción se ha realizado en vías urbanas la competencia sancionadora es del Alcalde del municipio y si es en vía interurbana o travesía (que no tenga las características de las vías urbanas) la competencia sancionadora es de las autoridades estatales, ahora centrada en el Jefe Provincial de Tráfico.

Hay que decir que, con las últimas reformas de la Ley de Tráfico, se ha desapoderado a los órganos comunes de la Administración Periférica del Estado para imponer multas de tráfico. Anteriormente, las competencias para sancionar correspondían al Delegado del Gobierno (para las infracciones graves y muy graves) o el Subdelegado del Gobierno para las infracciones leves. Cuando la competencia para imponer la sanción es de los órganos estatales, la instrucción del expediente correspondía a las Jefaturas Provinciales de Tráfico. Si la competencia para sancionar corresponde al Alcalde la instrucción del expediente se lleva a cabo (antes y ahora) por los servicios administrativos del Ayuntamiento que tengan asignada esta función.

También hay que tener en cuenta que las Comunidades Autónomas de Cataluña y el País Vasco son las únicas que en la actualidad tienen transferidas las competencias sancionadoras en materia de tráfico (1) . En consecuencia, las infracciones que se cometan en el territorio de estas Comunidades serán sancionadas por los órganos que hayan establecido sus respectivos órganos de gobierno. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que las Comunidades no tenían competencia para imponer la sanción de suspensión del permiso de conducir ni ahora tampoco la tienen para acordar la pérdida de vigencia por la detracción de puntos. En consecuencia, en su caso, debe trasladarse el expediente sancionador a las autoridades estatales de Tráfico para que se pueda adoptar esta medida.

Finalmente, hay que tener en cuenta que los órganos competentes pueden delegar o desconcentrar estas funciones. Las autoridades que tengan atribuida la competencia sancionadora en materia de tráfico podrán delegar sus funciones. La potestad sancionadora también podrá delegarse por los alcaldes con arreglo a las normas reguladoras de la Administración Local.







	Órgano Competente
	Competencia para Sancionar




	Jefe Provincial de Tráfico
	Sanciona las infracciones que se hayan cometido en la provincia. Si se han cometido en el territorio de más de una provincia, la competencia para su sanción corresponde al Jefe de Tráfico de la provincia en que primeramente hubiere sido denunciada (art. 84.1 LTCVMSV 2015).



	Director del Centro del Tratamiento de Denuncias Automatizadas
	El director de este centro resuelve por delegación de los Jefes de Tráfico los expedientes sancionadores por infracciones denunciadas que hayan sido detectadas a través de medios de captación y reproducción de imágenes que permitan la identificación del vehículo (art. 84.2 LTCVMSV 2015).



	Autoridades de las Comunidades Autónomas
	Los órganos que estén previstos en la normativa autonómica son los competentes para sancionar las infracciones de tráfico. Estas Comunidades Autónomas son únicamente las que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor (art. 84.3 LTCVMSV 2015).



	Alcalde
	Los alcaldes tienen competencia para sancionar la infracción de normas de circulación cometidas en vías urbanas salvo las recogidas en el título IV LTCVMSV 2015 (relativas a autorización administrativas, incluyendo las relativas a las condiciones técnicas de los vehículos y al seguro obligatorio). Pueden delegar esta competencia de acuerdo con la normativa aplicable y cuando dicha competencia no pueda ser ejercida por el Alcalde, por razones justificadas o por insuficiencia de servicios municipales, la asumirán los Jefes Provinciales de Tráfico u órganos correspondientes de la Comunidad Autónoma en caso de que ésta haya recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor (art. 84.4 LTCVMSV 2015).



	Director General de Tráfico (u órgano que tenga atribuida la competencia en las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor – competencia limitada a su ámbito territorial)
	Competente para sancionar las infracciones sobre publicidad en relación con vehículos de motor que ofrezca, en su argumentación (oral, verbal, en elementos sonoros o en sus imágenes) incitación a la velocidad excesiva, conducción temeraria, situaciones de peligro o cualquier otra circunstancia que suponga una conducta contraria a los principios de esta ley o cuando induzca al conductor una falsa o no justificada sensación de seguridad (art. 84.5 en relación con el art. 52 LTCVMSV 2015).



	Jefes Locales de Tráfico
	En las Ciudades de Ceuta y Melilla, los Jefes Locales de Tráfico, asumen las competencias de los Jefes Provinciales de Tráfico (art. 84.6 LTCVMSV 2015).









	 (1) 

	Las competencias ejecutivas en materia de tráfico fueron transferidas a la Comunidad Autónoma de Cataluña mediante Ley Orgánica 6/1997, de 15 de diciembre; y al País Vasco mediante Real Decreto 3256/1982.
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4.3. Los órganos competentes para sancionar


 La competencia para imponer las sanciones de tráfico ha correspondido tradicionalmente a los gobernadores civiles y luego a los delegados del gobierno, a los que se agobiaba con la firma de cientos de expedientes de multas lo que comportaba una ocupación de tiempo y responsabilidad sin la importancia real adecuada al cargo. Para simplificar esta cuestión, y permitir que el gobernador/delegado solucionara el problema con una sola firma para todo el paquete de expedientes sancionadores, se ideó la solución de firmar un listado de infractores con las correspondientes sanciones, simulando que se habían dictado las resoluciones de forma verbal y de esa manera quedaba documentado el acto conforme a la Ley de Procedimiento Administrativo Común.

Este sistema absurdo y en fraude de ley se mantuvo hasta que (en 2007) se asignó la competencia sancionadora a los Jefes Provinciales de Tráfico, estableciendo un recurso de alzada. En la actualidad la competencia sancionadora para todo tipo de infracciones de seguridad vial, con contadas excepciones sobre seguros y publicidad, corresponde a los Jefes Provinciales de Tráfico, que han pasado de ser simples funcionarios encargados de los servicios de expedición de permisos a ser los máximos responsables de la política sancionadora por infracciones de tráfico.

En consecuencia, la competencia para sancionar las infracciones de circulación corresponde al Jefe de Tráfico de la provincia en la que se haya cometido el hecho. Y si la infracción se ha cometido en más de una provincia la competencia se determina por el lugar donde la infracción haya sido primeramente denunciada.


No obstante, para facilitar el funcionamiento del sistema automatizado de sanciones de tráfico, se ha creado el Centro de Tratamiento de Denuncias Automatizadas. De este modo, la competencia para sancionar las infracciones de velocidad se "podrá delegar" (art. 84.2 LTCVMSV 2015) en el Director de este Centro. También está prevista esta delegación de competencias a favor de este Centro automatizado por parte de las Comunidades Autónomas o los Ayuntamientos. Y para documentar esta delegación de competencias autonómicas y locales bastará la firma de un "convenio o encomienda de gestión", a lo que se añade «o a través de cualesquiera otros instrumentos de colaboración previstos en la normativa de procedimiento administrativo común», sin que sepamos a qué otras posibilidades se refiere, ya que este tipo de delegaciones interadministrativas operan mediante acuerdo entre las partes.

Con respecto a las competencias sancionadoras de las Comunidades Autónomas, conforme a la Ley de Tráfico reformada, no basta tener asumidas las facultades correspondientes en los Estatutos de Autonomía. El art. 84.3 LTCVMSV 2015 exige además el efectivo traspaso de "funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor". En consecuencia, una vez que están transferidas las competencias y, de manera efectiva, traspasadas las funciones y servicios, se podrá ejercer por las Comunidades Autónomas la competencia ejecutiva consistente en tramitar e imponer sanciones de tráfico.


La competencia sancionadora de los Ayuntamientos está endosada directamente a los Alcaldes por la Ley de Tráfico.



Este trabajo de firmar miles (incluso millones) de resoluciones sancionadoras suponía serios inconvenientes prácticos (sobre todo para cumplir la formalidad de que las firmas fueran originales y no estampilladas o mecánicas) en la época en la que, además, estaba prohibida la delegación de la potestad sancionadora. En la actualidad se mantiene la atribución directa al Alcalde, pero se facilita la posibilidad de un ejercicio directo y efectivo de estas funciones por otros órganos municipales, por cuanto los Alcaldes «podrán delegar esta competencia de acuerdo con la normativa aplicable» (art. 84.3 LTCVMSV 2015), es decir, conforme a la Ley de Bases de Régimen Local. Está previsto que si los Ayuntamientos (por insuficiencia de los servicios municipales) no pueden asumir su misión sancionadora la puedan delegar en las Comunidades Autónomas o en la Administración Estatal (1) .





	 (1) 

	En las Ciudades de Ceuta y Melilla, las competencias que en los apartados anteriores se atribuyen a los Jefes Provinciales de Tráfico, corresponden a los Jefes Locales de Tráfico (art. 84.6 LTCVMSV 2015).
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4.4. Coordinación de actuaciones: infracción administrativa y delitos penales


 La tramitación de infracciones administrativas con apariencia de delito contra la seguridad del tráfico está regulada de manera específica en el artículo 85 LTCVMSV 2015. Esta regulación recoge la norma común de prioridad y preferencia de la autoridad penal frente a la administrativa para conocer de los hechos denunciados, de modo que se pueda salvaguardar el principio constitucional de "non bis in idem", o sea, para impedir que por el mismo hecho y fundamento sea sancionado dos veces un único infractor.

La idea central es que, si un hecho denunciado «ofrece indicios de delito perseguible de oficio», la autoridad administrativa lo pondrá en conocimiento del fiscal y, además de esta remisión, la autoridad administrativa "acordará la suspensión de las actuaciones".


Con arreglo a las normas anteriores, se podía continuar con toda la tramitación administrativa menos dictar la resolución, que depende (antes y ahora) del resultado de la acción penal. En consecuencia, la sentencia condenatoria implica el archivo del expediente administrativo y la absolutoria determina la continuidad del expediente sancionador (siempre que la misma no esté fundada en la inexistencia del hecho) ateniéndose, en todo caso, a los hechos probados en la sentencia, por cuanto que unos hechos no pueden existir y dejar de existir para órganos diferentes del Estado (1)  (STC 24/1984).

El principio general de non bis in idem está vinculado con los de proporcionalidad, seguridad jurídica y cosa juzgada, y prohíbe imponer varias sanciones de cualquier tipo cuando exista identidad de sujeto infractor, hecho y fundamento. Este principio se designa con la locución latina non bis in idem, y se halla incluido dentro de la Constitución, pues desde la STC 2/1981 se considera que forma parte de la garantía del principio de legalidad en materia penal y sancionadora (art. 25 CE), a pesar de su falta de mención expresa en dicho precepto constitucional, dada su conexión con las garantías de legalidad y tipicidad de las infracciones. Con posterioridad, la Ley 30/1992 y actualmente el art. 31.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en lo sucesivo, LRJSP) lo han insertado en el Derecho Administrativo: "No podrán sancionarse los hechos que lo hayan sido penal o administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento".

La garantía de no ser sometido a bis in idem se configura como un derecho fundamental (STC 154/1990), que, en su vertiente material, impide sancionar en más de una ocasión el mismo hecho con el mismo fundamento.


El principio tiene la finalidad de evitar una reacción punitiva desproporcionada (STC 204/1996) en cuanto dicho exceso punitivo hace quebrar la garantía del ciudadano de previsibilidad de las sanciones, pues la suma de sanciones crea una sanción ajena al principio de proporcionalidad y materializa la imposición de una sanción no prevista legalmente (2) .

La doctrina del Tribunal Constitucional sobre la aplicación del "non bis in idem" ha sido objeto de una fortísima controversia en ámbitos académicos y judiciales. Conforme a su primera formulación, la imposición de una sanción administrativa determinaba la imposibilidad de una posterior condena penal. El "ius puniendi" del Estado se agotaba en el terreno administrativo sin que tuviera entrada el orden jurisdiccional penal, una vez que el ciudadano hubiera sido sancionado por un órgano administrativo. Esta primera tesis, formulada en la STC 117/1999 y 152/2001, dio origen al debate doctrinal antes mencionado en el que se puso de manifiesto la contradicción con el principio de prioridad y preferencia que, en todo caso, corresponde a la jurisdicción penal. Como consecuencia de esta situación, el TC ha rectificado, apartándose de la doctrina inicialmente formulada, para entender que, aunque exista una sanción administrativa previa, si los hechos son delictivos, cabe la intervención del tribunal penal y, la posterior condena, si bien, en el concreto caso estudiado, para respetar el principio constitucional de "non bis in idem", de la condena penal se detrajo o restó el importe de la multa que ya se haya impuesto en vía administrativa, de tal manera que se compatibiliza, tanto el principio constitucional que impide la doble sanción como el principio básico de la organización judicial que prioriza la misión de la justicia penal frente a los demás órganos jurisdiccionales (3) (STC 2/2003 de 16 enero).






	 (1) 

	La Administración no está vinculada por la valoración de esos hechos que se haya realizado en el ámbito penal ya que no tiene por qué coincidir a efectos de aplicación de la legislación administrativa. En caso de que la sentencia penal se limite a declarar unos hechos como "no probados" nada impide a la Administración practicar las pruebas que permitan probarlos posteriormente.
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	 (2) 

	El principio de non bis in idem es una decisión legislativa que es fruto de consideraciones constitucionales, profundamente arraigadas en el respeto a los derechos fundamentales y al valor superior de la libertad. Esto lo pone de manifiesto el simple dato de que la V enmienda de la Constitución norteamericana consagra la interdicción de someter al reo a un doble juicio penal ("double jeopardy"). Las razones que en aquel país se aducen como fundamento de esta interdicción son semejantes a las mencionadas entre nosotros: evitar que el ciudadano sea víctima de la impotencia o del egoísmo del Estado, evitar las vejaciones que resultan de una situación permanente de inseguridad y, en fin, no dispensarle un trato incompatible con la condición de ciudadano de un pueblo libre.
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	 (3) 

	La STC 2/2003 se plantea la paradoja del caso, y manifiesta "no nos corresponde analizar la legalidad o ilegalidad de la actuación administrativa ni enjuiciar desde esa misma óptica de la legalidad aplicable, la actuación de los órganos judiciales penales al absorber las sanciones administrativas impuestas en las penas". No puede dejar de reconocerse la situación paradójica de los órganos penales, que no podían dejar de condenar penalmente al recurrente y tampoco podían dejar de ser conscientes de que la sanción penal impuesta podía suponer una reiteración sancionadora constitucionalmente prohibida por el artículo 25.1 CE. Atendiendo a los límites de la jurisdicción de amparo, una solución como la adoptada por el órgano judicial, no puede considerarse lesiva de la prohibición constitucional del "non bis in idem", dado que, al haber sido descontada la multa administrativa y la duración de la privación del carné de conducir, permite concluir que no ha habido una duplicación (bis) de la sanción constitutiva del exceso punitivo materialmente proscrito por el artículo 25.1 CE. Una ponderación similar fue efectuada por el TEDH en Sentencia de 30 julio 1998.
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5. El procedimiento como garantía y las garantías del procedimiento






5.1. El procedimiento sancionador como garantía


 Es importante partir de la consideración de que el procedimiento es, en sí mismo, una garantía constitucional, es decir, que debe existir un procedimiento y, en consecuencia, un expediente que lo materialice documentalmente, para la válida imposición de sanciones de tráfico.

[Es doctrina jurisprudencial consolidada que la imposición de sanciones administrativas de tráfico, como cualquier otra sanción administrativa, requiere la tramitación completa de un procedimiento sancionador con todas las garantías para el imputado.]


Esto significa un avance, avalado constitucionalmente, frente a la práctica sancionadora autoritaria de otras épocas consistente en imponer sanciones "de plano", es decir, sin procedimiento alguno y sin oportunidad de presentar descargos, alegaciones ni pruebas.

La STC 18/1981 declaró que las sanciones de plano son contrarias a la Constitución, volviéndolo a reiterar en la STC 32/2009. Y el art. 47.1.e) LPACAP establece como causa de nulidad de pleno derecho para los actos administrativos el haber sido dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento establecido. Y es que, conviene reiterar, una vez más, que conforme a esta doctrina, el procedimiento en sí mismo, su mera existencia, se concibe como una "garantía" para el ciudadano. En consecuencia, la vigente Ley de Tráfico (LTCVMSV 2015), aunque abre la regulación de esta materia con el artículo 83 rotulado con el lema "Garantías procedimentales", su contenido desmiente el lema elegido como vamos a comprobar. No obstante, el contenido del artículo 83 LTCVMSV 2015 ofrece, en apariencia, la garantía mencionada, al afirmar que "no se podrá imponer sanción alguna por las infracciones tipificadas en esta Ley sino en virtud de procedimiento instruido con arreglo a lo dispuesto en este capítulo y, supletoriamente, en la normativa de procedimiento administrativo común".

La regulación completa de un procedimiento sancionador totalmente al margen de las normas de procedimiento administrativo común es infrecuente, precisamente porque las normas comunes existen para evitar la disparidad de procedimientos a la hora de tomar decisiones sancionadoras en las distintas administraciones públicas.


Con carácter supletorio a las normas sancionadoras (en cualquier sector regulado) se aplican las normas de procedimiento administrativo común.



Esto significa una remisión a la LPACAP. Sin embargo, en materia de tráfico, el desarrollo de normas propias es bastante detallado, haciendo, de hecho, innecesaria la regulación común como supletoria.

La garantía que ofrece la mera existencia de un procedimiento es una conquista (en realidad) de origen preconstitucional, por tanto, no hay en esto ningún perfil de modernidad para considerarla como algo especial en nuestros días, salvo las peculiaridades de tráfico en la medida en que se apartan del procedimiento común. Sin embargo, mucho más importante y práctico es el estudio de las concretas garantías que el ciudadano debe tener en la tramitación concreta de cada procedimiento, tanto en lo que se refiere a los derechos que el ciudadano puede ejercer como en lo que se refiere a la manera en que la administración pública está obligada a actuar, es decir, a las formas jurídicas de la potestad sancionadora.

Aunque hablamos de derechos y garantías constitucionales del procedimiento administrativo sancionador, en realidad la CE no establece de manera expresa todos estos derechos, sino que meramente se refiere a la tutela judicial efectiva y al derecho a la defensa (art. 24.1 CE) así como a las garantías en los procesos penales: juez ordinario predeterminado, defensa y asistencia de letrado, ser informado de la acusación, proceso sin dilaciones y con todas las garantías, utilizar medios de prueba, no declarar contra sí mismos, no confesarse culpables y el derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE).

[La jurisprudencia constitucional, desde sus inicios, ha considerado que son aplicables al procedimiento administrativo sancionador la mayor parte de los derechos establecidos en el art. 24.2 CE, aunque no de manera literal, sino en la medida necesaria para preservar sus valores esenciales (STC 18/1981) y aplicando tales garantías en la medida en que resulten compatibles con la naturaleza del procedimiento administrativo sancionador (STC 32/2009).]


Por tanto, al derecho sancionador no es aplicable toda la lista de derechos establecida en el art. 24.2 CE, y además, los derechos que sí son aplicables al derecho administrativo, no lo son en la misma medida y extensión que se aplican en el derecho penal.








5.2. El derecho a ser informado de la acusación


 
Significa que el inculpado en un expediente sancionador debe tener constancia de forma expresa y precisa de los tres aspectos fundamentales siguientes: los hechos, las infracciones y las sanciones.



En consecuencia, el ciudadano debe (=tiene derecho a) conocer los hechos concretos que se le imputan (cargos), las infracciones que tales hechos constituyen, y las sanciones que por su comisión se pueden imponer (STC 205/2003).

Los hechos son el resultado de una apreciación o comprobación fáctica realizada por los agentes de la vigilancia del tráfico, mientras que la calificación jurídica de los hechos (para considerarlos e imputarlos en formato de infracciones) es el trabajo del órgano instructor que se formaliza en la propuesta de resolución, documento acusatorio que también contiene la previsión de las sanciones a imponer de manera definitiva por el órgano competente para resolver el expediente.

A nivel legal el derecho a ser informado de la acusación se regula en el art. 53 LPACAP.


	
•  El derecho a ser informado de la acusación (hechos, calificación jurídica como infracciones y sanciones que pueden recaer) es el presupuesto necesario para poder ejercer el derecho de defensa que corresponde al ciudadano imputado o inculpado en el expediente sancionador (STC 205/2003).

	
•  El derecho a ser informado de la acusación (en su triple contenido: hechos, infracciones y sanciones) se satisface con la notificación de la denuncia (que contiene la descripción de los hechos comprobados), la notificación del acuerdo de inicio del expediente (que contiene la calificación jurídica de los hechos como infracciones administrativas) y con la notificación de la propuesta de resolución (que fija definitivamente los hechos probados y las sanciones que corresponde imponer) aunque en materia de tráfico esta cuestión se simplifica hasta el extremo de que la denuncia, es decir, el agente de tráfico, hace todo el trabajo material y jurídico de modo que la denuncia tiene el valor de documento que contiene los hechos, la calificación jurídica y la propuesta de resolución. En cualquier, caso este derecho (a ser informado de la acusación) se puede vulnerar de diversas maneras, especialmente cuando se procede a la notificación edictal cuando es posible la personal (STC 32/2008).El ciudadano inculpado en un expediente sancionador tiene el derecho a ser informado de la acusación en los términos mencionados y este es un derecho fundamental de base constitucional que no puede vulnerarse en los casos concretos ni tampoco puede desconocerse por el legislador o el poder ejecutivo a la hora de aprobar las normas (legales y reglamentarias) reguladoras de los procedimientos sancionadores. Se trata por tanto de un derecho de contenido constitucional y básico.

Sin embargo, las modernas normas reguladoras de los procedimientos administrativos, no solo reconocen estos derechos, sino que añaden otros (sin valor de derechos fundamentales) que aparecen como resultado de tendencias de modernización de las administraciones y aplicación de los principios de transparencia y buen gobierno.



	
•  De este modo, en el ámbito administrativo sancionador, tenemos el derecho a conocer tres contenidos adicionales: la identidad del instructor, la identidad del órgano competente para resolver y la norma que atribuye las competencias (art. 87 LTCVMSV 2015 y art. 53 LPACAP).

	
•  Además, en esta misma línea, el derecho a conocer la identidad del agente denunciante se traduce en el derecho a conocer su número de identidad profesional, y esto tiene relevancia en términos de derecho de defensa, ya que la denuncia de estos agentes es una prueba incriminatoria o prueba de cargo (STC 55/2006) y, en consecuencia, puede ser atacada por el inculpado, en cuyo caso procede evacuar el informe de ratificación de la denuncia, lo que ha de producirse en la fase probatoria.

	
•  Y además, esta ratificación únicamente puede hacerse por el mismo agente que formuló la denuncia inicial, y de ahí el interés que reviste también la identidad del denunciante como contenido adicional o complementario del derecho a ser informado de la acusación.

	
•  Finalmente, el derecho a conocer y ser informado de la acusación es también importante para comprobar la necesaria correlación entre la acusación y la resolución sancionadora (STC 117/2002), es decir, la "inalterabilidad de los hechos objeto de la acusación y sanción" a que se refiere la jurisprudencia constitucional (STC 23/2007). Con arreglo a este principio se trata de evitar que el infractor sea sancionado por algo distinto de lo que fue acusado inicialmente y sobre lo cual no ha tenido oportunidades de defenderse (STC 117/2002).









5.3. El derecho a la defensa y a utilizar los medios de defensa pertinentes a la misma


 El derecho que tienen los ciudadanos a defenderse de las acusaciones que constituyen infracción administrativa o penal es uno de los que menos matizaciones o reducciones puede tener con respecto a su equivalente en el ámbito penal (STC 82/2009), con la ventaja de que en el procedimiento administrativo sancionador el inculpado puede defenderse por sí mismo sin necesidad de abogado.

Ahora la cuestión es la siguiente: ¿Cómo se ejerce del derecho de defensa frente a la potestad sancionadora de la administración?

El primer paso es conocer la acusación (hechos, calificación jurídica, sanciones) y el segundo es presentar alegaciones, pruebas y recursos en vía administrativa.

El derecho a la prueba es inseparable del derecho de defensa (STC 113/2003) pero es un derecho de configuración legal (STC 174/2005) por lo que a partir del reconocimiento constitucional requiere un complemento normativo para los requisitos de su ejercicio.

En todo caso, la garantía constitucional que exige el derecho a proponer prueba en tiempo y forma, también se incluye en la garantía constitucional el derecho a elegir cualquier medio de prueba que se considere conveniente para la defensa y sea admisible, que se admitan las pruebas que resulten pertinentes y útiles para la defensa, así como el derecho a que las mismas se practiquen con las garantías formales que resulten necesarias (STC 82/2009).

En el seno del procedimiento administrativo sancionador, el derecho de defensa y el derecho a la prueba asociado al derecho de defensa se ejercita fundamentalmente mediante la presentación de un escrito de alegaciones con propuesta de pruebas de descargo [art. 53.1.e) LPACAP y art. 95.1 LTCVMSV 2015].

Una vez que se han formulado alegaciones en el escrito de descargos y se ha propuesto la práctica de pruebas para acreditarlas, la administración (a través del órgano instructor del expediente) debe considerar pertinentes aquellas pruebas que resulten útiles, idóneas o adecuadas para la determinación de los hechos relevantes y para la resolución del procedimiento sancionador, por lo que sólo podrán declararse improcedentes, de forma motivada, las que por su relación con los hechos no puedan alterar la resolución final a favor del presunto responsable (art. 95.2 LPACAP, párrafo segundo y STC 10/2009).

Puede considerarse además que el derecho de defensa ante la potestad sancionadora de las administraciones públicas y la prohibición de la indefensión incluye también el derecho a los recursos en vía administrativa sobre todo en los supuestos en los que, como ocurre en materia de tráfico, un mismo acto (la denuncia) se transmuta y tiene el valor de acuerdo de inicio, pliego de cargos, propuesta de resolución y resolución sancionadora en vía administrativa. El ciudadano afectado de plano por una resolución-sanción está ejerciendo su derecho de defensa en vía administrativa cuando presenta un recurso administrativo (contra este acto administrativo sancionador) y en cuya tramitación no puede excluirse la admisión y práctica de las pruebas que no han tenido oportunidad de ser tenidas en cuenta a la hora de dictar la resolución sancionadora y con mayor motivo en los casos en los que esta resolución sancionadora es la propia denuncia y no ha existido propiamente hablando ningún procedimiento administrativo sancionador, salvo que pueda considerarse como tal el trámite único de la denuncia.







5.4. El derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable


 El derecho a no declarar contra sí mismo y no confesarse culpable (art. 24.2 CE) implica el derecho a guardar silencio o a declarar lo que se estime pertinente (STC 197/1995). 


Este derecho no tiene una aplicación idéntica en el procedimiento administrativo y penal debido a las diferencias de naturaleza entre uno y otro.



 En este sentido, la jurisprudencia ha declarado compatible con la garantía constitucional algunas manifestaciones de la potestad administrativa sancionadora, tales como el deber de colaboración con la actividad inspectora de la administración, aunque de ello pueda resultar una sanción, y también la obligación de someterse a las pruebas de alcoholemia, así como el deber que pesa sobre el propietario (de un vehículo) de identificar al conductor que ha cometido una infracción (con el citado vehículo).

Pruebas de alcoholemia y de detección de sustancias

En lo que se refiere a la obligación de someterse a las pruebas de alcoholemia o de detección de otras sustancias que alteran las condiciones para conducir la STC 161/1997 ha declarado que no se vulnera los derechos constitucionales pues estas pruebas (aire expirado, análisis de sangre/orina) son "una pericia especial de resultado incierto" en la que la colaboración activa obligatoria del ciudadano no significa una declaración de culpabilidad, de modo que la persona sometida a tales pruebas no está haciendo una declaración de voluntad ni emitiendo una declaración en la que admita su culpabilidad. 

Y es que, el deber de someterse a las pruebas es acorde con el derecho a no declarar contra sí mismo y no confesarse culpable, puesto que en el complejo equilibrio de garantías e intereses que se concitan en el procedimiento sancionador las garantías frente a la autoincriminación no alcanzan a integrar la facultad de sustraerse a las diligencias de prevención, indagación o prueba que puedan disponer las autoridades, ya que la configuración genérica de un derecho a no soportar ninguna diligencia de prueba dejaría inermes a los poderes públicos en el desempeño de sus funciones (STC 161/1987).

Identificación del conductor

En cuanto a la obligación de identificar al conductor responsable de la infracción, se trata de un deber inherente al hecho de ser propietario de un vehículo. Y es que el hecho de ser propietario del vehículo comporta ciertas obligaciones como consecuencia del riesgo potencial que la utilización de un automóvil entraña para la vida, la salud y la integridad de las personas, de modo que la carga impuesta no resulta ni excesiva ni desproporcionada, y aunque concurran en el mismo sujeto la cualidad de conductor y propietario, a éste no se le impone ni el deber de efectuar declaración alguna sobre la infracción, ni de autoinculparse de la misma, sino tan solo de comunicar la identidad de quien realizaba la acción denunciada (STC 197/1995 y 29/1996). 

TÉNGASE EN CUENTA: También el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado que, dado el interés público en la persecución de las infracciones de tráfico, el referido deber del propietario no es contrario al derecho a la no autoincriminación (STEDH 8 abril 2004, Rec. 38544/1997).
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		F11. Recurso de alzada contra la resolución del Jefe Provincial de Tráfico por la que se declara la pérdida de vigencia de un permiso o licencia de conducción





		2. Proceso penal por delitos contra la seguridad vial		F12. Formulario general de denuncia. Denuncia formulada por conductor de vehículo a motor que sufre lesiones en un accidente de circulación. (Formulario comentado paso a paso)

		F13. Escrito de defensa por un delito de negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia

		F14. Recurso de apelación contra sentencia condenatoria por delito de negativa a someterse a las pruebas de alcoholemia

		F15. Escrito de acusación del acusador particular por un delito de homicidio imprudente cometido utilizando un vehículo de motor

		F16. Escrito de defensa del acusado por un delito de lesiones por imprudencia grave cometido con un vehículo a motor

		F17. Querella por delito de conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas y lesiones

		F18. Escrito de defensa por un delito contra la seguridad del tráfico

		F19. Recurso de apelación contra sentencia condenatoria por delito de conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas

		F20. Querella por delito de abandono del lugar del accidente y lesiones imprudentes de tráfico

		F21. Recurso de apelación contra sentencia condenatoria por delito de abandono del lugar del accidente y lesiones imprudentes de tráfico

		F22. Escrito de acusación por delito de conducción temeraria

		F23. Escrito de defensa por delito de conducción temeraria

		F24. Recurso de apelación contra sentencia condenatoria por delito de conducción temeraria

		F25. Escrito de defensa por delito de conducción a velocidad excesiva

		F26. Recurso de apelación contra sentencia condenatoria por delito de conducción a velocidad excesiva





		3. Reclamación de daños en proceso civil		F27. Demanda de juicio ordinario en reclamación de indemnización derivada de hecho de la circulación de vehículo de motor

		F28. Demanda de juicio ordinario sobre reclamación de indemnización derivada de hecho de la circulación de vehículo de motor contra el Consorcio de Compensación de Seguros

		F29. Demanda de juicio ordinario por daños en las personas derivados del tráfico frente a aseguradora

		F30. Demanda de juicio ordinario con elementos extranjeros con competencia y legislación española

		F32. Demanda de juicio ordinario formulada por los perjudicados con motivo de un fallecimiento ocurrido en accidente de circulación

		F32. Demanda de juicio verbal formulada por perjudicado contra conductor, propietario y aseguradora

		F33. Demanda ejecutiva de sentencia recaída en juicio declarativo

		F34. Contestación a la demanda y reconvención

		F35. Contestación a la demanda de juicio ordinario en reclamación de daños materiales

		F36. Proposición de prueba oral en la audiencia previa al juicio ordinario o en la vista del verbal

		F37. Demanda ejecutiva fundada en auto de cuantía máxima por hechos cubiertos por seguro obligatorio de responsabilidad civil derivados del uso y circulación de vehículos de motor

		F38. Oposición de la aseguradora a la ejecución del auto de cuantía máxima por accidente de circulación

		F39. Recurso de apelación por incorrecta valoración fáctica e infracción de normas materiales y solicitud de vista

		F40. Oposición al recurso de apelación por motivos procesales



















